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Introducción

El aumento de la inversión minera registrado en Chile desde los años 90 fue liderado principalmente por empresas mineras canadienses.

Este aumento tuvo como consecuencia el desarrollo de una serie de proyectos mineros en el país con diversas consecuencias económicas, sociales y ambientales principalmente para comunidades agrícolas, indígenas, pescadores artesanales y habitantes de asentamiento humanos cercanos a las faenas mineras.

En general, los impactos económicos de la inversión minera extranjera en el país han sido negativos ya que las empresas transnacionales mineras no pagan impuesto a la renta.

Ello se debe principalmente a que las empresas mineras están sujetas al régimen de pago de impuestos sobre las utilidades. Al demostrar perdidas, las empresas no solo no pagan impuesto a la renta sino que acumulan crédito frente al Estado por el impuesto negativo deducido de las pérdidas. 

El hecho que las compañías mineras puedan establecerse como “sociedades contractuales mineras” y estén afectas a un régimen de impuesto a la renta, como cualquier otra actividad comercial, las ha beneficiado ya que al declarar pérdidas no han pagado los impuestos estipulados, ni siquiera ,luego de décadas de explotación.

Cabe preguntarse si hay actividades comerciales que generen pérdidas durante décadas?

Las cifras que manejan investigadores independientes hablan que Chile habría dejado de percibir una suma superior a 11.088  millones de dólares  en 9 años por el no pago de impuestos a la renta por parte de las compañías mineras transnacionales. (Alcayaga Julián, “El libro negro del metal rojo”, Aremi ediciones, santiago 1999.) 

Lo anterior se debe al escenario creado por el gobierno militar al dictar el código minero por un lado y el decreto de ley 600 que protege la inversión extranjera y le otorga una serie de garantías.

En síntesis, a pesar que la Constitución Política del Estado establece en su artículo 19, número 24, inciso sexto, que: “El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas la minas, comprendiéndose en estas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles….”, (Constitución Política del Estado, 1980) la Ley Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras (LOCCM) por su parte, revierte lo dictado en la Constitución creando la figura de concesión minera. (LOCCM, 21 de enero de 1982)

Este mecanismo permite enajenar irrecuperablemente los yacimientos mineros de manos del Estado creando el concepto de “concesión plena” que permite a cualquier particular adquirir sin costo un yacimiento y poseerlo bajo la calidad de propiedad privada, transable, heredable, etc.

Su expropiación otorga el derecho a ser indemnizado “por el daño patrimonial que efectivamente se le haya causado, que consiste en el valor comercial de las facultades de iniciar y continuar la extracción y apropiación de las sustancias que son objeto de la concesión.”(LOCCM, 1982)  En otras palabras, por lo que la empresa dejaría de ganar al no poder explotar el yacimiento. Para el caso del proyecto Pascua Lama de Barrick, expuesto mas adelante, significa una suma superior a los U$D 7.000.000.000.

La ley de 20.026 mas conocida como “Royalty II”,  recientemente promulgado por el presidente Lagos obliga a las empresas mineras a pagar un 5% de impuesto especifico sobre las utilidades operacionales por producción vendida sobre 50.000 toneladas de cobre fino o el equivalente en otros minerales.

Entre 12.000 y 50.000 el pago es diferenciado y bajo los 12.000 toneladas no se paga royalty. (Ministerio de Mineria, 27 de mayo del 2005)

Cabe mencionar que esto es sólo valido para los nuevos contratos de inversión extranjera y establece una invariabilidad tributaria de 12 años. Además, con la permisividad con que se ha tratado a las transnacionales en Chile cabe preguntarse si este impuesto específico se hará efectivo algún día o las empresas se las arreglaran para eludir también este impuesto especial.

Socialmente, y desde la perspectiva del empleo, la minería absorbe poco menos del 1.5% de la mano de obra nacional (Agacino, González y Rojas, “Capital Transnacional y Trabajo”, Lom ediciones, Santiago, 1998) lo que comparado con otras actividades es casi insignificante. A pesar que es necesario mencionar que muchos de las remuneraciones a trabajadores mineros se sitúan por sobre otros rubros.

Por otro lado las condiciones de trabajo en la minería son precarias dado el hecho que la mayoría de los trabajadores mineros dependen de sistemas de subcontrato, trabajan en malas condiciones, no se les respeta sus derechos sociales y son expuestos a condiciones que deterioran su salud y dignidad.

Los trabajadores contratados directamente por las empresas mineras son muy pocos aunque gozan de mejores condiciones que los subcontratados por empresas externas. A pesar de ello en ambos casos no se respetan los derechos estipulados en las leyes laborales. Las denuncias y conflictos por condiciones de trabajo son innumerables y permanentemente se realizan denuncias sobre el tema, hay paros y huelgas que afectan la producción minera. (Kol, Héctor La ecología, el capitalismo y los trabajadores, Ponencia realizada en noviembre del 2001 en el seminario efectuado por FETRACOMA-CHILE)

Por otro lado la irrupción de proyectos mineros transnacionales que aplican nuevas tecnologías permitiendo dar tratamiento a grandes volúmenes de roca, para lo que ha comprado pertenencias mineras antes en manos de la empresa nacional de minería ENAMI, han dejado sin empleo a miles de mineros artesanales provocando cesantía y pobreza en el sector. (Agacino, González y Rojas, op. cit)  Cabe mencionar que los mineros artesanales no son contratados por las grandes empresas mineras ni por los contratistas. Ellos han debido dedicarse a otras actividades tales como la agricultura, la construcción y la pesca artesanal donde ya existe desempleo suficiente.

Ambientalmente, Chile posee una legislación permisiva y carece de control una vez aprobados los estudios de impacto ambiental. Las empresas mineras transnacionales incluidas las canadienses han convencido al estado que la mejor regulación es la auto-regulación. Esto ha permitido que las empresas mineras tengan luz verde para contaminar y afectar los derechos de las comunidades, bajo lemas falaces tales como la “política del buen vecino”, la “minería sustentable”, la “responsabilidad social” y otras expresiones que intentan ocultar los verdaderos efectos de la minería en el país.

A pesar que Chile ha firmado un acuerdo comercial con Canadá que incluye un capítulo ambiental, este no es suficiente para hacerse cargo de los casos presentados a los mecanismos de reclamación del acuerdo por no cumplir siquiera con la legislación nacional. Uno de los casos con que se ilustra en este trabajo fue presentado al Acuerdo Ambiental en el marco del acuerdo comercial de ambos países sin lograr que dicho acuerdo resolviera los problemas de fondo en materia ambiental y de derechos de las comunidades. (Padilla César, Editor: “El pecado de la participación ciudadana” OLCA, Santiago 2001)

El otro caso presentado es un proyecto de oro plata y cobre, aun en calificación dentro del sistema de evaluación de impacto ambiental SEIA, que ha concitado la consternación de quienes se informan de los impactos, entre los que se cuenta la remoción de parte de los glaciares que se encuentran en lo que tendría que ser el rajo de la mina.

	CASO 1

AUR RESOURCES Y SU PROYECTO CARMEN DE ANDACOLLO:

AEROSOLES ÁCIDOS SOBRE CASAS, ÁRBOLES Y PERSONAS.

LAS PILAS DE LA DISCORDIA


	FICHA TÉCNICA:

Nombre: Compañía Minera Carmen de Andacollo.

Propiedad: Compañía canadiense Aur Resources (Canada Tungsten Chile Ltda. 

                     70%) y Compañía Minera del Pacífico (30%).

Ubicación: Localidad de Chepiquilla, a 2 kms. de Andacollo y a 60 kms. de La Serena.

Comuna: Andacollo.

Provincia: Choapa.

Región: Cuarta Región de Coquimbo.

Productos: Cobre.

Volúmenes actuales: 22 mil toneladas de cobre fino.

Inicio de Faenas: 1996

Tiempo estimado de producción: 11 años en período inicial; 25 años según ampliación.

Otras faenas en el territorio: Cía. Minera Quebrada Blanca, Región de Tarapacá.
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(Viviendas de Chepiquilla a 200 metros de pila de lixiviación. Foto OLCA)

EL CONFLICTO

Gran respaldo de las autoridades de la región recibió la Compañía Minera Carmen por su anuncio de emplear en sus faenas al 85% de la población de Andacollo.

El proyecto aprobado bajo una legislación ambiental aprobada pero sin normativa vigente, obtuvo una calificación ambiental aprobatoria de autoridades técnicas de la región de Coquimbo (CONAMA Región de Coquimbo) que no estaban en condiciones de evaluar ambientalmente proyectos mineros con los nuevos criterios ambientales.

Desde los inicios de las operaciones de la empresa, la comunidad vecina comenzó a sentir los efectos de la explotación minera. Junto a ello comenzaron también los reclamos de las organizaciones comunitarias frente a la minera y a las autoridades regionales.

Administrada en su mayor parte por la empresa canadiense Aur Resources ha conseguido el que los reclamos que desde 1996 han hecho dirigentes de la comunidad de Chepiquilla no hayan sido tomados en cuenta.

La evidente indiferencia demostrada por las autoridades de la época, dejó sin respuesta una serie de denuncias de la comunidad respecto de aerosoles de ácido sulfúrico derivados de las pilas de lixiviación que la Compañía Minera Carmen de Andacollo ubicó a sólo 200 metros de las viviendas.

Otro efecto notable que inquietaba a al comunidad era el severo impacto provocado por las tronaduras que, a juicio de los dirigentes, se perciben como sismos que alcanzan casi los 5 grados. (Corvalan Marcela, “Pilas de Discordia”, OLCA, Santiago 2003)

Las copiosas lluvias del año '97, inéditas en la región al menos desde hacía varias décadas, hicieron colapsar las pilas y contaminaron las aguas del sector.

La intervención y fiscalización del municipio y las autoridades regionales no ayudó a despejar las dudas e inquietudes de la comunidad respecto a la gravedad de la contaminación ya que los resultados sobre la fiscalización realizada tras el suceso no fueron dados a conocer.

La única reacción más evidente fue la del Servicio de Salud Coquimbo, que cursó sanciones por el rompimiento de unas cañerías del sistema de recolección del compuesto lixiviado y el consiguiente escurrimiento de soluciones ácidas e infiltraciones hacia una quebrada llamada Chepiquilla, que canaliza las aguas de lluvia hacia los sectores bajos.

En enero de 1999, los vecinos acuden nuevamente ante la Contraloría Regional de Coquimbo.

La primera vez lo hicieron para reclamar por la falta de respuestas de parte del Intendente, denunciando irregularidades en la autorización del funcionamiento de la Compañía, porque según el Plano Regulador Comunal parte de las instalaciones de la empresa se encuentran dentro del área urbana lo que la transformaba en una actividad ilegal. 

Y aunque la Contraloría de la Región de Coquimbo le dio la razón a la comunidad, el Consejo Regional presidido por la máxima autoridad regional, el Intendente, intentó modificar el Plan Regulador ampliándolo en el sector donde se encuentran las pilas de lixiviación, resolviendo administrativamente el problema sin tener en cuenta los impactos ambientales de la actividad.

Frente a la falta de soluciones por parte de las autoridades responsables del ambiente y la salud de la población y luego de una seguidilla de exigencias, manifestaciones, denuncias y acciones de presión, el Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales (OLCA), en representación de tres Organizaciones No Gubernamentales (Junta de Vecinos No. 12 de Chepiquilla, Acción Tongoy Ecología y el Centre Quebecois de Droit De L'Environnement de Canadá) denunció la serie de transgresiones cometidas por el gobierno chileno al Acuerdo de Cooperación Ambiental firmado entre Chile y Canadá en el marco del acuerdo comercial entre ambos países.

La fundamentación apunta a que la autoridad ambiental, representada por la Comisión Regional del Medio Ambiente-Coquimbo, carecía de competencia aprobar este proyecto debido a que no estaba en vigencia el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Cabe mencionar que la compañía responsable de Carmen de Andacollo se sometió el año 1994 de manera voluntaria a una evaluación de impacto ambiental, siendo aprobada con grandes irregularidades por la autoridad gubernamental sin que se considerara que la explotación minera se ubicaba cerca de un asentamiento humano y una parte de las instalaciones se ubicaba en el área urbana, lo que la transformaba en una actividad ilegal.

Finalmente la empresa suspendió el uso del sector correspondiente al área urbana, sin que ello haya tenido beneficios ambientales efectivos medidos en menor contaminación para el sector Chepiquilla.

Desde hace más de un año la empresa ha comenzado a ampliar el sector de las pilas de lixiviación aumentando el impacto de los aerosoles ácidos y el polvo en suspensión, los que contaminaron el aire, destruyeron la flora y ahora amenazan al ganado caprino. No obstante, el poder de la transnacional canadiense parece ser mucho más fuerte que la voluntad de las autoridades. (Corvalan Marcela, op. cit) 

DENUNCIA AL ACUERDO AMBIENTAL CHILE CANADÁ.

Cuando Chile y Canadá firmaron en 1997, un Tratado de Libre Comercio, se incorporaron dos textos anexos: un Acuerdo de Cooperación Ambiental y otro Laboral,  los cuales entraron en vigencia en julio de 1997.

El acuerdo ambiental  tiene, entre sus objetivos, alentar la protección y el mejoramiento del medioambiente y establece una serie de obligaciones entre las partes, entre ellas, la elaboración de informes ambientales, medidas sobre contingencias ambientales, promoción de la educación ambiental y el desarrollo científico y tecnológico en este ámbito.

Se incorpora además en el acuerdo, el derecho de cada parte contratante para establecer en lo interno sus propios niveles de protección ambiental, así como el de adoptar y modificar en consecuencia, sus leyes y reglamentos ambientales. También que cada parte  debe garantizar que sus leyes y reglamentos prevean altos niveles de protección ambiental y se esfuercen por mejorar dichas disposiciones.

Para todo ello, el Acuerdo crea una Comisión para la Cooperación Ambiental, cuyo órgano rector es el Consejo, compuesto por el Ministro de Medio Ambiente de Canadá y el director de la Comisión Nacional del Medio ambiente “CONAMA” de Chile.

Asimismo instaura un Comité Consultivo Público, cuya tarea es hacer efectiva la participación ciudadana y que está integrado por seis personas, tres de cada país.

También contempla la creación de un Comité Conjunto Revisor de Peticiones, que evalúa las peticiones ciudadanas decidiendo si requieren respuesta de la parte o si amerita la elaboración de un expediente de hechos. Además establece la creación de dos secretariados nacionales que cumplen un rol de asistencia administrativa y colaboración con el consejo. 

El texto finalmente establece un sistema de peticiones ciudadanas, que se hace operativo por la vía de una denuncia y mediante el cual se busca dar cuenta de la omisión a la aplicación efectiva de la legislación ambiental, por una de las partes contratantes para que sea investigada.

SE INICIA DENUNCIA CONTRA EL ESTADO CHILENO USANDO EL ACUERDO CHILE CANADÁ

El 30 de marzo del 2001, la Junta de Vecinos de Chepiquilla, junto a la organización Tongoy Acción Ecológica? y el Centro Quebequence de Derecho Ambiental representado por el Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales, presentaron en la Conama una petición en el marco del Acuerdo de Cooperación Ambiental entre Chile y Canada.

Por su parte, el Centro Quebequense de Derecho Ambiental hace la denuncia en Canadá el 18 de abril, en el marco de una Cumbre de Jefes de Estado.

En ella, argumentan que el Estado de Chile ha incurrido en omisiones a la aplicación efectiva de la legislación ambiental vigente en el proceso de evaluación de Impacto Ambiental, en la resolución que autorizó el proyecto y en la posterior actividad contaminante de la Empresa Minera El Carmen de Andacollo, en la Provincia de Elqui. 

Se trata del segundo caso presentado a esa instancia.

La petición redactada por la abogada Yenive Cavieres, encargada del área jurídica del OLCA, señala que “la empresa minera  Carmen de Andacollo, de propiedad de la transnacional “Aur Ressources Inc” con base en la Provincia de Ontario de Canadá, explota un yacimiento minero a tajo abierto ubicado a menos de 200 metros de las casas de la Población Chepiquilla”. 

Añade que “las faenas son de extracción de aproximadamente 30.000 toneladas diarias de material, de procesamiento de hasta 10.000 toneladas diarias de cobre a través de varias etapas : chancado, aglomeración con solución de ácido sulfúrico, proceso de lixiviación  con solución de ácido sulfúrico  en pilas ubicadas en el sector llano de Chepiquilla , extracción por solventes y electro-obtención en planta ubicada al sur oeste del yacimiento, contemplando además el deposito de material de sobrecarga y estéril en botaderos ubicados en la zona sur y oeste de la cuenca de Andacollo” 

Agrega que “la actividad más contaminante se encuentra en las pilas de lixiviación, las que forman un cerro de cobre de unos 520.000 metros cuadrados de superficie y capas superpuestas de 6 metros de altura, las que son rociadas con ácido sulfúrico a sólo escasos metros de la población de Chepiquilla”.

Precisa que “las operaciones señaladas generan regularmente alteraciones en el ambiente, destacando que por al menos dos episodios de colapso de las pilas de lixiviación, se han generado efectos en los pozos de agua de los pobladores  que antes eran aptos para el consumo humano”.

También se registran problemas de calidad del aire, por el material particulado en suspensión – un polvo blanco- proveniente de la mina que provoca daño a las plantas y árboles frutales, efectos directos sobre la salud física y mental de los pobladores de Chepiquilla y contaminación de los suelos.

La denuncia señala además que pese al carácter contaminante de este cerro de material lixiviado, las autoridades permitieron su instalación a pocos metros de la población, en una zona dentro del límite urbano, clasificada como ZE3 que permite usos para viviendas y equipamiento de escala comunal y vecinal. En ningún caso industrial o minero.

Sostiene también que “la minera realiza sus actividades sobre la base de un permiso ambiental ilegal ya que el Estudio de Impacto Ambiental presentado por la compañía, fue realizado en un procedimiento lleno de ilegalidades:

1. Omitiendo la existencia del reglamento que según la Ley de Base del Medio Ambiente debía obligatoriamente regular las evaluaciones de impacto ambiental.

2. Omitiendo la falta de competencia de la Comisión Regional de Medio Ambiente  de la IV Región.

3. Omitiendo la participación ciudadana  establecida por la mencionada ley.

4. Omitiendo la legislación que regula el uso del suelo”.

En sus conclusiones, la presentación precisa que “este caso nos muestra cómo se ha configurado una pauta persistente de ilegalidades, las que se mantienen hasta la fecha, pese a dictámenes concluyentes de la Contraloría General de la República.

No obstante, no ser una ilegalidad propiamente tal, la dilación y desidia con que ha actuado la administración del Estado  chileno en este caso, constituye una forma de falta de aplicación efectiva de la legislación ambiental chilena ya que existiendo los instrumentos legales o administrativos posibles de aplicar, esto no se ha hecho”. (Cavieres, Yenive: Presentación al Acuerdo Ambiental Chile Canadá)

Entrega finalmente una nómina con  las normas definidas como “legislación ambiental” en nuestro país que son aplicables en este caso y que han sido incumplidas, entre ellas, la Constitución Política de la República, la Ley de Bases del Medio Ambiente y la Ley General de Urbanismo y Construcción.

En un comunicado público dado a conocer el 20 de abril de ese año por los vecinos y OLCA se señala que “Los argumentos sostienen que el funcionamiento de la minera deja de manifiesto la falta de voluntad de la parte chilena para terminar con políticas tendientes a externalizar costos empresariales en desmedro de las personas y el ambiente. Además –agrega- existen ilegalidades en la otorgación del permiso ambiental por parte de las autoridades municipales y regionales de la IV región. 

Denuncias administrativas, acciones legales y movilizaciones que la Comunidad ha mantenido por 9 años (desde que se inicia el funcionamiento de la empresa) han agotado las instancias a nivel nacional, por lo que la Comunidad y sus asesores de OLCA decidieron esta presentación legal internacional ante el Acuerdo de Cooperación Ambiental Chile – Canadá”.

Finalmente con posterioridad,  Comisión del Acuerdo Ambiental desestimó la presentación por el caso argumentando que no había mérito para dar seguimiento a la presentación. El mecanismo permite omitir incluso las necesarias explicaciones a las comunidades afectadas y sus asesores representantes.

Ello pone de manifiesto la ineficiencia de este mecanismo especializado para resolver problemas socio-ambientales aumentando el desamparo de las comunidades afectadas y sentando un precedente a considerar al momento de evaluar la realización de una nueva presentación.

Cavieres finalmente, respecto al mecanismo realiza los siguientes comentarios:

a) Es un procedimiento muy complejo, difícil, por el establecimiento de  requisitos formales de gran tecnicismo jurídico, a pesar de no requerir el patrocinio de un abogado, su elaboración requiere de un jurista o un equipo de juristas.

b)
No permite el acceso a la justicia ambiental. Es un procedimiento de difícil acceso ciudadano directo, incluidas comunidades afectadas por problemas ambientales, personas naturales, instituciones, Ongs. etc. 

c)
Es oneroso, ya que requiere del  estudio y preparación  de especialistas 

            jurídicos medioambientales. 

d)
No contempla posibilidades reacceso a  recursos a las partes.

e)       Es lento. Esta lentitud no se condice con la urgencia que  tiene para los

           peticionarios la problemática ambiental allí planteada.

           La parte denunciada no tiene la obligación de cumplir las conclusiones del  

           expediente final, quedando la posibilidad de su publicidad como una sanción de

           carácter  moral.

f)   No establece plazos que permitan agilidad y rapidez. 

g)      Existe parcialidad de parte de los órganos que reciben la petición, realizan la

          publicidad del sistema de peticiones y deciden respecto del expediente final. 

h)      El procedimiento no tiene una publicidad democrática, ya que la información 

           sólo por la vía de Internet es restringida a quienes no posean computadoras y  

           acceso a  este sistema. 

i)      El procedimiento no es eficaz en términos del cumplimiento de  los objetivos

          del convenio, ni de las expectativas y aspiraciones  ciudadanas. 

	CASO 2

BARRICK GOLD:

 PROYECTO DE  EXPLOTACION DE ORO PASCUA LAMA EN FRONTERA CHILE ARGENTINA

Remoción de glaciares y  uso del cianuro de sodio en la naciente de los ríos amenaza la vida y producción del valle del Huasco


	FICHA TÉCNICA

Nombre: Pascua-Lama/Veladero

Propiedad: Grupo minero Barrick Gold Corporation (Toronto, Canadá) 

Ubicación: Por el lado chileno, 150 kilómetros al suroriente de Vallenar; por el lado

                    argentino, 300 kilómetros al norponiente de la ciudad de San Juan.

Comuna: Vallenar.

Provincia: Huasco.

Región: Tercera Región de Atacama

Productos: Oro, Plata, Concentrado de cobre y Mercurio.

Meta de Producción anual: 615 mil onzas de oro y 18,2 millones de onzas de plata; 

                                               5 mil toneladas de concentrado de cobre; 2 mil 

                                                toneladas anuales de mercurio.

Inicio de Faenas: 2006

Inicio de producción: 2009.

Tiempo estimado de producción: 20 años




EL PROYECTO

El proyecto inicial presentado por Barrick Gold a las autoridades ambientales chilenas fue aprobado en el año 2001.

La representación regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente en su proceso de calificación no había reparada en que el rajo de la mina intervendría tres glaciares ya que para realizar la explotación la empresa removería 300.000 metros cúbicos de hielo pertenecientes a tres glaciares ubicados en la alta cordillera: Toro 1, Toro 2 y Esperanza.

Fueron los agricultores, principales conocedores de la cordillera que les brinda el agua para sus cultivos, los que consternados por el desarrollo del proyecto protestaron contra la empresa y contra las autoridades ambientales por la eminente destrucción del los glaciares, fuentes de agua para la agricultura, que dicho sea de paso ya habían sido intervenidos por las actividades de exploración.

Más tarde se sabría por la publicación de un informe realizado por expertos de la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, que los glaciares han disminuido su volumen de entre un 50 y un 70% producto de la actividad minera exploratoria en el lugar.

La denuncia de los agricultores respecto del impacto minero en los glaciares obligó a al CONAMA a exigir una explicación de parte de la empresa respecto a la remoción de los glaciares, obteniendo como respuesta que serian trasladados de lugar a una cota similar y de esa forma conservados. 

Fue lo único que se le ocurrió a la empresa decir en ese momento por lo que la CONAMA procedió a exigirles la presentación de un Plan de Manejo de Glaciares tres meses antes de iniciar las faenas.

Luego de la aprobación del proyecto, la baja en el precio del oro hizo que Barrick postergara su inicio hasta que remontara su valor en la bolsa de metales.

Sin embargo las actividades regulares de mantención de instalaciones se mantuvo en el área y sus alrededores. 

Pasados tres años, la empresa con precios del metal más convenientes decidió relanzar su proyecto incorporando una ampliación de su yacimiento como resultado de la incorporación de la existencia de mayores volúmenes de mineral en un sector aledaño: Penélope.

Con otros volúmenes de trabajo la empresa debió presentar un nuevo estudio de impacto ambiental, que desde el 6 de diciembre del 2004 se encuentra en calificación en la CONAMA regional.

SONIDOS DORADOS

Sólo en un principio, las estimaciones de la empresa señalaban que el yacimiento arrojaría un total de 15 millones de toneladas de mineral al año (615 mil onzas de oro y 18,2 millones de onzas de plata); 5 mil toneladas de concentrado de cobre; además de permitir la comercialización como co-producto del mercurio presente en el mineral, el que será volatilizado y capturado en colectores, que alcanzaría hasta dos mil toneladas anuales.

Y aunque los retrasos provocados por el bajo e inestable precio del oro en los mercados internacionales hayan postergado los plazos, la pausa en que Pascua-Lama se sumergió durante los primeros meses del 2001, culminó grandes anuncios una vez que se comunicó la fusión de la compañía canadiense Barrick Gold Corporation –iniciadora del proyecto- con su similar estadounidense Homestake, junto a la consiguiente elaboración de un plan de desarrollo que une el trabajo de Pascua-Lama al de Veladero, yacimiento propiedad de los capitales estadounidenses que opera en territorio argentino.

Una gigantesca inversión que superaría con creces la suma de U$ 950 millones anunciada al comienzo, y que vuelve a poner en alerta a las comunidades de Alto del Carmen, San Félix, El Tránsito y Vallenar que ya habían manifestado su preocupación respecto de las consecuencias que puede ocasionar el transporte generado desde y hacia el proyecto, junto a las dudas frente a la ubicación y diseño de los tranques de relave y depósitos de estériles que serán necesarios.

Efectivamente, el nuevo proyecto presentado a consideración de las autoridades ambientales habla de una inversión de entre 1.400 y 1.500 millones de dólares debido a la incorporación de Penélope y ubicado a unos 2,5 kilómetros del principal en territorio argentino.

El proyecto es denominado El Dorado por algunos habitantes de la región, por su tamaño y su aún desconocida magnitud definitiva.

Lo cierto es que se trata de uno de los proyectos mineros más grandes de la región sur andina lo que hace que su cuestionamiento por parte de la comunidad y las organizaciones ambientales del país genere más de una inquietud en el sector minero. Más aun luego de experiencias como Tambogrande y Quilish en Perú.

EL CONFLICTO

El tibio rechazo que había suscitado el proyecto inicial aprobado el 2001, ahora con una comunidad más informada, fue creciendo en volumen e intensidad.

La empresa recibió el rechazo de la comunidad en todas las reuniones donde presentó el proyecto así como en aquellas que formaron parte del proceso de participación ciudadana dentro del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, SEIA.

Uno de los aportes realizado por OLCA a la preparación de la comunidad para enfrentar el desafío de proteger al valle de los inminentes impactos de la mina fue la publicación de un libro que presenta los efectos del tratado minero entre Chile y Argentina, instrumento diseñado por las transnacionales mineras dueñas de las pertenencias mineras compartidas en la frontera de ambos países.

Se trata del libro “El Exilio del Cóndor” cuyo nombre expresa que el tratado minero entre Chile y Argentina crea un área geográfica con una administración especial en manos de una comisión binacional aunque con representación de empresas 

[image: image2.png]



(Protesta de comunidades del valle contra el proyecto Pascua Lama de Barrick, el 21 de marzo del 2005. Foto OLCA)

transnacionales. Una suerte de país virtual al servicio de la explotación minera transnacional y por nada menos que 30 años. (Luna., Padilla y Alcayaga: “EL Exilio del Cóndor, Hegemonía transnacional en la frontera, OLCA, Santiago, 2004)

La presentación del libro El Exilio del Condor, realizada el 30 de agosto del 2004 en la localidad de El Tránsito, una de las primeras en riesgo de contaminación por minería, suscitó la preocupación de la comunidad reunida en la plaza del pueblo.

Luego el 12 de septiembre con motivo de una reunión ampliada en la localidad de Alto del Carmen, se constituyó la Coordinación para la Defensa del Valle del Huasco con participación de diversas localidades del sector alto y bajo del Valle.

La visibilización del conflicto fue una de las tareas más importantes organizadas por miembros del la coordinación e implicó que tanto en la zona alta del valle así como en la ciudad de Vallenar se realizarían rayados y carteles alusivos a la destrucción del los glaciares, la contaminación del valle y la amenaza de la minera a la agricultura, ambiente y salud de las personas.

Más tarde, una marcha realizada el 21 de marzo del 2005 convocó a más de 500 personas en la ciudad de Vallenar para protestar por la amenaza deBarrick.

Acciones frente al edificio donde se ubica la sede de la minera en Santiago cuentan con el apoyo de numerosas organizaciones y personas que mediante una campaña de apoyo a la defensa del valle del Huasco rechazan la explotación minera en la cordillera de la tercera región

El enorme interés que ha generado el riesgo de destrucción de glaciares y contaminación del valle por el cianuro y otras sustancias que usará Barrick al explotar Pascua Lama ha crecido como una bola de nieve, desde aquel 30 de agosto pasado donde la comunidad del valle se enteró de la reactivación del proyecto.

ANTECEDENTES PREOCUPANTES

Con sede en Toronto, Canadá, Barrick Gold Corporation muestra como antecedente de su gestión minera en Chile las faenas que hasta el año 2001 mantuvieron en el yacimiento El Indio, en la Cuarta Región, que ya ha implementado un plan de cierre y abandono por el agotamiento de las reservas y los altos costos de explotación del oro.

Tristemente célebres son algunos de los episodios que se relacionan con ese yacimiento: en julio de 1993, la calidad de las aguas del Río Elqui se vio seriamente afectada por las filtraciones de relaves de la planta de El Indio, lo que perjudicó amplios sectores de las ciudades de Vicuña, La Serena y Coquimbo, cuyas poblaciones se vieron obligadas a restringir el consumo de agua potable ante el riesgo de que existiera cianuro y arsénico en ellas. Una alarma similar se dio a comienzos de 1995.

Son éstas algunas de las razones que ensombrecen las exorbitantes cifras y las promesas de este nuevo proyecto.

Se suma a ello las permanentes denuncias hechas por comunidades y organizaciones de Australia por la responsabilidad de Barrick en la contaminación ambiental.

Al mismo tiempo las tristemente célebres intervenciones de Barrick Gold en Tanzania hacen pensar a la comunidad del Valle del Huasco que permitir el riesgo de contaminar el valle desde la naciente de los ríos no es tolerable. Los antecedentes de la empresa, los accidentes mineros frecuentes, la irresponsabilidad de la industria minera eludiendo responsabilidades son considerados suficientes para rechazar el proyecto.

Si bien es cierto, la empresa ha tratado de convencer que los mayores riesgo se encuentran del lado argentino ya que allí se ubicaran las instalaciones que procesan el mineral y usan las sustancias peligrosas, también es cierto que esas sustancias transitaran por los peligrosos caminos del valle y los cordilleranos del lado chileno, poniendo en riesgo las aguas de riego agrícola y de consumo humano.

Además, la comunicación, cooperación y apoyo mutuo entre las comunidades de ambos lados de la frontera  permiten denunciar los discursos diferenciados utilizados por la empresa frente a ambas comunidades afectadas, las de Chile y Argentina respectivamente.

Las preocupaciones por el transporte de sustancias tóxicas se basan en informaciones oficiales entregados por el proyecto (*):

CIRCULARAN: 

12O CAMIONES AL MES DE CONCENTRADO DE COBRE (

    2 CAMIONES AÑO DE MERCURIO

  70 CAMIONES MES DE REACTIVOS PARA LA PLANTA

  17 CAMIONES MES DE CIANURO DE SODIO

200 CAMIONES DE EXPLOSIVOS

    1 CAMION MES DE BENCINA

180 CAMIONES MES DE PETROLEO

(* Datos del Estudios de Impacto Ambiental)

Además el proyecto contempla un botadero de estériles, un chancador primario, un complejo de mantención de equipos de mina y polvorín para el almacenamiento de explosivos. 

Del lado argentino, que se ubica a unos 300 kilómetros al norponiente de la ciudad de San Juan, en la provincia del mismo nombre, se contempla una parte menor del rajo, un sector para ser utilizado como botadero de material estéril, además de las instalaciones de la planta de procesos, un tranque de relaves, los campamentos de construcción y operación, y un aeródromo privado construido ya sobre un bofedal.

Este daño ya registrado es de gran impacto ya que los bofedales de altura son ecosistemas formados por humedales de enorme fragilidad.

También habría que mencionar que la propiedad adquirida por la empresa es reclamada por las comunidades “huscoaltinas” compuestas por descendientes del pueblo indígena Diaguita que habita la alta cordillera.

DE LAS RESPONSABILIDADES  CANADIENSES

Regularmente se comenta entre las comunidades afectadas por la minería que las empresas mineras transnacionales a diferencia de su conducta en el sur, respetan estrictamente las normativas ambientales laborales y sociales en sus países de origen.

Es posible que eso sea efectivo, sin embargo también se conoce que las empresas mineras requieren de un estricto monitoreo y control externo junto a sanciones severas para que demuestren preocupación efectiva por aspectos diferentes su actividad central: la mayor producción al menor costo.

En nuestro país hemos visto que ni siquiera los mecanismos contemplados en el Acuerdo Comercial entre Chile y Canadá no dan garantías de protección ambiental ni de recepción y procesamiento efectivo de reclamos por parte de las comunidades afectadas.

Cabe preguntarse entonces cuales serían los mecanismos efectivos para impedir que se vulneren los derechos sociales, culturales y ambientales de las comunidades afectadas por actividades mineras tanto extranjeras como nacionales.

Para cualquier consideración respecto a condiciones generales que rijan las inversiones mineras en el sur se consideraran las ideas producidas en reflexiones y discusiones entre organizaciones y comunidades afectadas por la minería en la región sur andina de América Latina y que se debieran tomar en cuenta la legislación canadiense en ultramar. (ver anexo 1)

No obstante se presentan aquí algunas ideas para convertirse en legislación y que pueden ayudar a resolver los problemas que enfrentan las comunidades en Chile frente a las inversiones mineras canadienses:

· La aplicación efectiva de la ley ambiental y laboral, junto a acuerdos complementarios y otros instrumentos disponibles -o los mejores aspectos del país que más óptimas condiciones y garantías considere- y severas sanciones a su incumplimiento.

· Obligación de realizar estudios o evaluaciones de impacto ambiental con recursos para análisis independientes por parte de las comunidades afectadas y que además consideren la “opción cero” (indicación de consecuencias positivas y negativas de la no realización del proyecto)

· Licencia social informada, transparente, participativa y autónoma. La empresa deberá poner a disposición de la comunidad recursos para que de manera independiente analice la conveniencia del proyecto minero y pueda otorgar o no la licencia correspondiente.

· La exigencia de un mecanismo de comprobación de la aplicación de la responsabilidad social empresarial como norma obligatoria considerada en la legislación correspondiente con las consecuentes sanciones económicas aplicadas en Canadá.

· Implementación del principio precautorio en casos de duda frente a los efectos de determinados proyectos mineros.

· Creación de un seguro estatal canadiense que se haga cargo de los pasivos ambientales de las faenas mineras canadienses que a pesar de lo anterior hayan dañado al ambiente o la las comunidades sin su correspondiente reparación.

· La prohibición del transporte, importación, comercialización y consumo de minerales provenientes de otros países que no hayan sido producidos acorde a los criterios y condiciones arriba expresados.

ANEXO 1

PRINCIPIOS GENERALES EXCLUYENTES:

· Ninguna actividad minera desplazará comunidades ni actividades preexistentes

· No se realizará minería en cabeceras de cuencas, donde se afecte glaciares, cursos y superficies de agua y acuíferos subterráneos.

· No se realizará minería que utilice cianuro, ácido sulfúrico, mercurio o cualquier otra sustancia química peligrosa o que provoque drenaje ácido

· No se realizará minería en áreas cercanas a zonas agrícolas o protegidas

· No se realizará minería cerca de zonas urbanas

· Se excluye la minería de uranio o cualquier sustancia radiactival

CONDICIONES GENERALES:

· la contabilización de los recursos perdidos por minería en el corto, mediano y largo plazo, deben ser determinantes para permitir o prohibir  la actividad minera.

· todo proyecto minero debe incorporar la “opcion cero” al evaluar sus impactos,

· todo proyecto minero deber respetar el convenio 169 de la OIT, firmado y ratificado o no por el país en cuestión,

· ninguna actividad minera usara la política nacional, si existiere, que privilegia la minería sobre la agricultura,

· ningún proyecto minero afectara la soberanía de los estados nacionales y sus pueblos usando directa o indirectamente acuerdos o garantías impositivas o de otra índole,

· la minería transnacional deberá ser la última opción, luego de evaluar la explotación por parte del estado considerando todos los puntos aplicables de este documento

· todo proyecto minero nacional o transnacional debe contar con la aprobación de la población directa e indirectamente afectada. no deberá afectar comunidades indígenas y locales, sus caminos, acceso a otros lugares, veranadas o comunicación terrestre a cualquier lugar,

· la autorización de la población informada, con apoyo de organismos independientes y con conocimiento cabal de los alcances del proyecto en todas sus etapas, dentro del área afectada y en la región, será condición para el desarrollo de un proyecto minero,

· además, cada empresa minera considerara una garantía en dinero, depositada en un banco nacional o extranjero que permita la reparación de posibles daños ocasionados al ambiente, a la población, a los y las trabajadoras de la empresa o al patrimonio nacional ya sea cultural, natural, físico o espiritual,

· el empleo precario, mercerizado o subcontratado debe ser prohibido a la industria minera y actividades anexas,

· cualquier hecho que involucre acciones ilegales, de corrupción, tráfico de influencias, presión ilegitima, falsedad en información entregada al estado o a las comunidades, significará la suspensión del proyecto minero y la paralización de las faenas si correspondiere en este caso se hará efectiva de inmediato la garantía y puesta a disposición de una comisión especial que implementara un plan de cierre y abandono.
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